	Fecha
	17 de abril de 1961
	Sesión número
	13

	Motivo: Amparo

	Recurrente: FELIPE Y SIXTO MEJÍA MATA Y GREGORIO RODRÍGUEZ ESPINALES

	Recurrido: COMANDANTE DE PLAZA Y GUARDIA CIVIL DE LIBERIA

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que el Comandante de Plaza y Guardia Civil de Liberia ha detenido personas que son conducidas a la cárcel de Liberia, donde han permanecido más de veinticuatro horas detenidas. Que se les han decomisado sus instrumentos de labranza. Alegan violación de los artículos 20, 50, 51 y 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que realizan patrullas de limpieza con el fin de desalojar parásitos que han estado invadiendo la finca en forma contínua. Que las personas que han sido desalojadas permanecieron en la Comandancia en un pabellón especial únicamente por espacio de veinticuatro horas. Que cuando los interesados lo crean conveniente pueden pasar al Despacho a retirar sus herramientas, ya que para ello no existe ningún inconveniente.

	Parte dispositiva
	Por mayoría se declarara con lugar. Se previene al recurrido que restituya a los recurrentes en el goce de su derecho de propiedad sobre sus útiles o implementos de labranza que les decomisó. Respecto de las detenciones ilegales la Corte, en esta vía, no tiene que hacer pronunciamiento alguno, por ser materia de hábeas corpus.  Los Magistrados Baudrit, Valle, Quirós, Acosta, Sanabria, Jiménez y Jugo declararan improcedente el recurso.


N° 13
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dos de mayo de mil novecientos sesenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.
Artículo VII
Conocido el recurso de Amparo interpuesto por Felipe y Sixto Mejía Mata y Gregorio Rodríguez Espinales contra el señor Comandante de Plaza y Guardia Civil de Liberia, en que los recurrentes alegan: “1) Desde el 7 de diciembre de 1960, se vienen suscitando una serie de abusos de autoridad de parte de las fuerzas militares destacadas en el Cantón de Liberia y las cuales reciben órdenes del Comandante Capitán Fernando Muñoz Marian, en contra de múltiples trabajadores agrícolas de esta zona, abusos que atentan contra nuestros derechos ciudadanos.-  2) Desde esa misma fecha se ha venido deteniendo a personas, tanto familias enteras con niños de brazos han sido conducidos a la cárcel de Liberia, donde han permanecido más de veinticuatro horas detenidos y en el caso de Víctor Badilla Morales estuvo detenido con su señora y tres niñitos cuyo hijo menor contaba con ocho meses, durante cinco días, si mediar orden de autoridad judicial competente.  Igualmente estuvo detenido en un calabozo el señor Isabel Rodríguez junto con su señora durante muchos días, aunque debemos manifestar que su señora no fue encalabozada.- 3) Se nos ha despojado de nuestros indispensables instrumentos de labranza, habiéndose decomisado hachas, machetes y limas, dejándosenos en el mayor desamparo, pues nosotros vivimos de nuestro ínfimo jornal y para devengarlo necesitamos nuestras herramientas, pues de no hacer dicha devolución nuestros hogares sufrirán hambre, pues no tendremos con qué ganarnos el sustento de nuestros desnutridos hijos.- 4) Todos estos abusos de autoridad en creciente escala culminaron con el despojo que se nos hizo el viernes último, sea el diecisiete de marzo del año en curso, al despojársenos de nuestras herramientas a todos los citados, y dejársenos en el mayor desamparo.  Ante tanto abuso, ya no podemos permanecer callados y por ello acudimos en esta hora de angustia ante esa Honorable Corte con base en la siguiente: Relación de Derechos: Nos fundamentamos en los artículos 1, 5, 6 aparte dos de la Ley de Amparo N° 1161 y el artículo 48 aparte último de la Constitución Política.- Consideramos que con este proceder insólito de las autoridades militares al mando del Capitán Muñoz, se han violado flagrantemente los artículos 20, 50, 51 y 56 de nuestra Carta Magna.  Acción: Basados en las razones expuestas y fundamento de derecho invocados solicitamos de esa superioridad, proceda a ampararnos, haciendo saber al señor Comandante Capitán Fernando Muñoz Marín, mayor, soltero, militar, costarricense y vecino de  Liberia, que debe abstenerse de continuar en esa clase de actividades; y, también pedimos se ordene la devolución de los enseres de trabajo que se nos decomisó, los cuales constituyen parte fundamental de nuestra vida, porque por medio de ellos nos procuramos nuestros alimentos y el de nuestras familias. Pruebas: para demostrar nuestras afirmaciones pedimos a esa Honorable Corte ordene recibir declaración a los señores: Víctor Badilla Morales, Homero Badilla Morales, Carmen de Badilla Morales, Eduardo Acuña, Francisco Díaz Duarte, Alfonso Brizuela Campos, todos vecinos de Quebrada Grande de Liberia, asimismo a don Luis Elizondo Elizondo, Baltazar Montano Montano también del mismo lugar.  Pedimos se pida el Libro de Guardia que lleva la Comandancia donde está anotado todo lo decomisado y que se le reciba declaración a los Guardias Civiles: José Rodríguez, Blas Ruiz, Porfirio Medina, Eladio Baltodano, y Julio Venegas, todos Guardias Civiles dependientes de la Comandancia Militar de Liberia Guanacaste.”


El funcionario recurrido informa: “De acuerdo con disposición de la Secretaría de la Comandancia en Jefe y con la debida aprobación del señor Presidente, hemos estado realizando en compañía del Resguardo Fiscal patrullas de limpieza en la finca Los Ahogados,  patrullas que tienen la finalidad de desalojar parásitos que han estado invadiendo en forma contínua desde el mes de enero hasta esta fecha la citada finca, ocasionando molestias no sólo a los propietarios sino también al Estado ya que se hace necesario proporcionarles cada vez que se desalojan la alimentación debida así como atención médica, transporte y otros servicios. De las 160 personas que han sido desalojadas aproximadamente, éstos permanecieron en la Comandancia en un pabellón especial únicamente por espacio de veinticuatro horas. Del despojo de herramientas y utensilios de labranza de que hablan Felipe y Sixto Mejía Mata y Gregorio Rodríguez Espinales, no puede dársele ese carácter, ya que simplemente les fueron retenidos como prevención para evitar en esa forma como en todos los casos anteriores que dichos elementos al obtener su libertad de inmediato procedieran a reintegrarse a la propiedad que como parásitos ocuparan en la finca Los Ahogados. No omito manifestarle que cuando los interesados lo crean conveniente pueden pasar a este Despacho a retirar sus implementos, ya que para ello no existe ningún inconveniente.”

Previa discusión, por mayoría se dispuso declarar con lugar el recurso de Amparo, y se acordó prevenir al señor Comandante de Plaza y Guardia Civil de Liberia, Capitán Fernando Muñoz Marín, que restituya a los recurrentes en el goce de su derecho de propiedad sobre sus útiles o implementos de labranza que les decomisó, bajo el apercibimiento de que si tal cosa no hiciere, dentro del término de veinticuatro horas, se ordenará abrir proceso en su contra, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la Ley de Amparo, sin perjuicio de las demás responsabilidades penales y civiles en que haya podido incurrir con su acto que dio lugar al presente recurso. La mayoría del Tribunal, al emitir el anterior pronunciamiento, lo basó en las siguientes razones: “Que respecto de las detenciones ilegales de las cuales se quejan los recurrentes, esta Corte, en esta vía, no tiene que hacer pronunciamiento alguno, por no ser esa materia de amparo sino de hábeas corpus, (Artículo 48 de la Constitución Política)” y “Que aceptado por el recurrido que efectivamente, sin orden de autoridad competente, decomisó a los recurrentes las herramientas y utensilios de labranza a los cuales se refieren los mismos, los cuales tiene en su poder a la orden de éstos, quedó claro que aquél, arrogándose facultades que la ley no le concede, sin estarse ante un caso de interés público legalmente comprobado, violó el derecho de propiedad de los reclamantes, privándolos del que ellos tiene sobre sus útiles e implementos de labranza, con infracción de los artículos 11 y 45 de la Constitución Política por lo cual el recurso de amparo establecido es procedente a tenor de lo establecido por los artículos 48, aparte final, ibídem y 2, 4, 5 y 6 aparte primero,, 12 y15 de la Ley de Amparo.”

Los señores Magistrados Baudrit, Valle, Quirós, Acosta, Sanabria, Jiménez y Jugo votaron por declarar improcedente el recurso, con fundamento en las siguientes razones: Según el informe del señor Comandante de Plaza y Primero de la Guardia Civil de Guanacaste, las fuerzas de policía a su cargo, con las del Resguardo Fiscal, han estado desalojando a personas que desde el mes de enero último intentan posesionarse de propiedad particular.  En esa actividad legítima, propia de sus funciones, se han visto obligados a detener momentáneamente a tales ocupantes y a retenerles útiles de labranza, a los querellantes y a otros, “como prevención para evitar en esa forma como en todos los casos anteriores que dichos elementos al obtener su libertad de inmediato procedieran a reintegrarse a la propiedad que como parásitos ocuparan”, según se lee en el dicho informe. Agrega el informante “que cuando los interesados lo crean conveniente pueden pasar a este despacho a retirar sus implementos, ya que para ello no existe ningún inconveniente”. En esas condiciones precisa concluir que la conducta de las autoridades no ha sido evidentemente arbitraria y que lo hecho, en las circunstancias conocidas que privan en la zona respectiva, bien encaja dentro de lo prudente o discrecional para evitar males mayores.  No es legítimo amparar, así sea en forma indirecta, a quien se pone al margen o contra la ley, que eso puede conducir a nuevos y más serios quebrantos de éste.  No existe, pues, vulneración alguna de las normas constitucionales que en el recurso se indican, sean los artículos 20, conforme el cual todo hombre es libre en la República, 50, que dispone que el Estado debe procurar el mayor bienestar a todos los habitantes del país; 51, que consagra especial protección del Estado para la familia, la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido; y 56, que establece que el trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad; que el Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo a la condición de simple mercancía; y que el Estado garantiza el derecho de libre elección de trabajo.  Tampoco hay quebranto de los artículos 11 y 45 de la Constitución Política, - no invocados en el recurso – pues ya se dijo que los útiles de labranza no fueron decomisados sino simplemente retenidos temporalmente, por explicables y justas razones, y están a disposición de sus dueños”.
